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San Luis Potosí, S.L.P. a 3 tres de junio de 2021 dos mil veintiuno.


V I S T O para resolver el toca 19-20, formado con motivo del RECURSO DE QUEJA interpuesto por  ELIMINADO por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO en contra de la interlocutoria pronunciada el 20 veinte de enero del año 2020 dos mil veinte, por el Juez Familiar del Tercer Distrito Judicial con residencia en Rioverde, San Luis Potosí, que resolvió el Incidente de Revisión de Actos del Ejecutor, en los autos del expediente 36/2000, relativo al Juicio Ordinario Civil, promovido por el citado quejoso en contra del Ayuntamiento Municipal de Rioverde, San Luis Potosí; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Mediante escrito recibido el 11 once de Febrero del año 2020 dos mil veinte,  ELIMINADO  por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO compareció ante el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, a interponer recurso de queja en contra de la interlocutoria pronunciada el 20 veinte de enero del año 2020 dos mil veinte, por el Juez Familiar del Tercer Distrito Judicial con residencia en Rioverde, San Luis Potosí, que resolvió el Incidente de Revisión de Actos del Ejecutor, en los autos del expediente 36/2000, relativo al Juicio Ordinario Civil, promovido por el citado quejoso en contra del Ayuntamiento Municipal de Rioverde, San Luis Potosí.

SEGUNDO.- En la citada fecha, 11 once de febrero del 2020 dos mil veinte, el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado, dictó proveído ordenándose registrar dicho recurso en el Libro de Gobierno, reservándose el de cuenta hasta en tanto obrara en autos el informe a que se refiere el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles, el cual fue rendido mediante oficio número 362/2020, signado por el  ELIMINADO  Juez Familiar del Tercer Distrito Judicial con residencia en Rioverde, San Luis Potosí, al que acompañó los autos originales del expediente 36/2000. 
Posteriormente, por auto emitido el 05 cinco de marzo de la citada anualidad, por los Magistrados integrantes del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, resolvieron no admitir a trámite el recurso de queja promovido por el quejoso de referencia, desechándose de plano, por notoriamente improcedente; determinación contra la cual el citado recurrente promovió juicio de garantías, del cual correspondió su conocimiento al Juzgado Primero de Distrito en el Estado, quien por sentencia emitida en 10 diez de diciembre del año 2020 dos mil veinte, resolvió conceder el amparo y protección de la justicia federal al impetrante de garantías, ordenando a este Pleno del Supremo Tribunal de Justicia,  dejara sin efecto el auto emitido el 05 cinco de marzo del año 2020 dos mil veinte, y en su lugar, emitiera otro en el que, de no existir diversa causa que diera lugar a desechar el referido medio de impugnación, lo admitiera, y en su oportunidad, resolviera con plenitud de jurisdicción lo que correspondiera conforme a derecho.
Por consiguiente, en cumplimiento a lo ordenado por la Autoridad Federal, por auto de fecha 15 quince de abril del año que transcurre, se tuvo al recurrente  ELIMINADO  por su propio derecho y como administrador único de ELIMINADO  por interponiendo en tiempo el recurso de queja que hizo valer, admitiéndose a trámite el mismo, requiriéndose al Juez de los autos, por el envío de las copias certificadas relativa a la notificación a la parte colitigante, respecto de la entrega de la copia del escrito del recurso de queja que nos ocupa; una vez que se dio cumplimiento a tal requerimiento, por acuerdo de 26 veintiséis de abril de la misma anualidad, se citó para resolver el presente recurso de queja, ordenándose, el 29 de abril del 2021 dos mil veintiuno, turnar el toca al Magistrado FELIPE AURELIO TORRES ZÚÑIGA, a quien por razón de turno le correspondió formular el correspondiente proyecto de resolución.
Posteriormente, en sesión extraordinaria de Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, celebrada el 6 seis de mayo de 2021 dos mil veintiuno, se autorizó licencia al Magistrado Felipe Aurelio Torres Zúñiga, para separarse de su cargo, por un periodo de seis meses, a partir de esa fecha; por lo que se determinó que el presente asunto le fuera turnado al Magistrado José Luis Ortiz Bravo; enviándose el Toca al Magistrado Ponente para la formulación del proyecto de resolución, el día 25 veinticinco de mayo de 2021 dos mil veintiuno.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Este Honorable Supremo Tribunal de Justicia del Estado, es competente para conocer del presente recurso de queja, atento a lo establecido por los artículos 11 y 14, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, en relación con el  artículo 973, in fine, del Código de Procedimientos Civiles del Estado.



SEGUNDO.- La substanciación del presente negocio se encuentra apegado a lo preceptuado por los artículos 971, fracción II y 973 de la Ley Adjetiva Civil; y 17, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 

TERCERO.- La presente queja fue interpuesta conforme a la hipótesis prevista por el artículo 971, fracción II,  del Código Adjetivo de la materia, que a la letra dice: “El recurso de queja procederá: ...II. Respecto de las interlocutorias dictadas en la ejecución de sentencias.”


CUARTO.-  El recurso de mérito se interpuso en contra de la interlocutoria pronunciada el 20 veinte de enero del año 2020 dos mil veinte, por el Juez Familiar del Tercer Distrito Judicial con residencia en Rioverde, San Luis Potosí, cuyos puntos resolutivos son del tenor literal siguiente:

“PRIMERO.- Este Juzgado resultó competente para conocer del presente asunto.- 

SEGUNDO.- La vía incidental resultó la correcta.

TERCERO.- La personalidad de las partes se encuentra plenamente acreditada en autos y no fue materia de controversia alguna.

CUARTO.- Resultó fundado, y por ende, procedente el INCIDENTE DE REVISIÓN DE ACTOS DEL EJECUTOR, promovido por el  ELIMINADO  en su carácter de Síndico Municipal del AYUNTAMIENTO DE RIOVERDE, S.L.P. 
QUINTO.- Se declara nula el acta de embargo de fecha 4 cuatro de octubre del 2017 dos mil diecisiete, subsistiendo únicamente lo relativo al señalamiento de la cuenta descrita en el acta de embargo, en virtud de que no fue materia de la Litis y que además no fue controvertida por la parte actora incidentista.- 
SEXTO.- Una vez que cause ejecutoria la presente resolución, gírese atento oficio a la Registradora del Instituto Registral y Catastral de esta ciudad, a fin de que deje sin efecto el oficio número SC-2277/2017, de fecha 9 nueve noviembre del 2017 mil diecisiete, mediante el cual se ordenó el registro del embargo trabado.

SÉPTIMO.- Se condena a la parte demandada incidental, al pago de costas y gastos con motivo del trámite del presente incidente. 
OCTAVO.- Notifíquese personalmente.”


QUINTO.- El recurrente  ELIMINADO  por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO hizo valer los siguientes agravios:
“Es incorrecta y, por tanto, ilegal la condena en costas porque quien hizo la traba del embargo de los inmuebles, que a la postre el Juez consideró indebida, fue el Actuario de su adscripción en ejecución de la orden dada por aquel en el proveído del 12 de julio de 2017.
Al efecto, nos remitimos al contenido del acta de la diligencia de embargo, en cuya parte textualmente consta:

“El suscrito trabó y declaró por bien y formalmente embargados la cuenta bancaria descrita anteriormente, así como los bienes inmuebles cuyas características han quedado descritos anteriormente bajo la propia responsabilidad de la parte actora únicamente en cuanto basten para garantizar el pago de la cantidad líquida señalada anteriormente …”.

Es decir, por más que los actores, con la calidad de ejecutantes hubiésemos señalado para embargo los inmuebles de mérito, resulta que la traba sobre los mismos fue hecha por el Actuario, quien es el funcionario judicial a quien corresponde la práctica de las diligencias respectivas y, por ende, el único responsable de dicho embargo, pues el mismo queda constituido precisamente a partir y con motivo de que el ejecutor lo traba.

Sobre el particular, son aplicables los artículos 1022 y 1028 del Código apuntado, que en su orden previenen:

“Artículo 1022.- Una vez decretada la ejecución y practicado el requerimiento con las formalidades que este Código establece, si el deudor no hace el pago, el ejecutor procederá al secuestro de los bienes suficientes para cubrir el importe de las prestaciones reclamadas y sus consecuencias legales. El actor podrá asistir a la práctica de esta diligencia”.

“Artículo 1028.- Cualquiera dificultad que se suscite en la diligencia de embargo no la impedirá ni la suspenderá; el ejecutor la allanará prudentemente a reserva de lo que determine el Juez”.

Más aún, el ya mencionado artículo 1032 dispone así:

“Artículo 1032.- Los actos del ejecutor serán revisados de oficio o a petición de parte por el Juez de los autos, quien los confirmará o revocará con arreglo a derecho”.

A mayor abundamiento, el propio Juez, al resolver el aludido incidente de revisión de los actos del Ejecutor, consideró acreditado el segundo elemento para la procedencia del mismo pues, a este respecto, literalmente sostuvo:

“… resulta ilegal el embargo trabado en los inmuebles descritos…”.

De lo anterior se viene en conocimiento que el mismo Juez levantó el embargo de que se trata por estimar que el Actuario lo trabó indebidamente sobre los inmuebles descritos en el acta de referencia, lo que no podía ser de otra manera en virtud de que el único funcionario judicial facultado para hacer el secuestro de bienes es precisamente el Actuario o Ejecutor.
Luego, es incorrecto que el a quo haya impuesto a los aquí quejosos la condena al pago de las costas relacionadas con la incidencia de revisión de los actos del Ejecutor porque, además de que no motivó su decisión, es claro que la sola invocación del artículo 135, fracción I, del Código de la materia no es suficiente para colmar la exigencia constitucional de la debida fundamentación y motivación de cualquier acto de autoridad habida cuenta de que, si bien la porción de dicho precepto deviene que la condenación en costas será hecha contra el litigante que no obtuviere resolución favorable ya en lo principal, ya en los incidentes que surgieren, no hay que perder de vista que las costas constituyen la obligación que resulta a cargo de una parte litigante de indemnizar a la otra de las que sean originadas por las diligencias que promueva sin justa causa o de forma indebida, lo que desde luego no ocurre en la especie ya que la diligencia del 4 de octubre del 2017 fue ordenada por el Juez en el auto del 12 de julio de ese año y tuvo como causa generadora que el Ayuntamiento del municipio de Rioverde no hizo el pago voluntario de la condena que fue establecida en la interlocutoria del 19 de marzo de 2019, además de que el embargo de los inmuebles fue realizado por el Actuario y no por los ejecutantes, de tal suerte que el responsable de esa actuación, en cuanto la traba del embargo, es precisamente el actuario, de tal manera que es indebido que, si éste no se ajustó a la ley en los términos y por los razonamientos expresados por el Juez en la interlocutoria del 20 de enero de 2020, el propio Juez nos condene a pagar unas costas por una actuación que no realizamos.
Caso distinto cuando el funcionario judicial actúa en contravención a las disposiciones que rigen su actuación, porque, en este supuesto, es merecedor a una sanción económica e incluso administrativa, como, por ejemplo, cuando una notificación o actuación es declarada nula, puesto que en este supuesto el funcionario judicial infractor se hace merecedor al pago de una multa e incluso de los gastos y costas, como lo previene el artículo 75, párrafo último, del multicitado Código.

Por tanto, ruego que tenga interpuesta esta queja pues la misma la hago valer dentro del plazo del artículo 973, párrafo segundo y requiera al a quo para que rinda el informe justificado, ya que, por mi parte, acudiré ante éste a presentarle copia, por duplicado, de este recurso para que una la agregue al expediente y la otra la entregue al colitigante y también para que remita este Tribunal Supremo el informe justificado respectivo."

SEXTO.- El Titular del Juzgado Familiar del Tercer Distrito Judicial con residencia en Rioverde, San Luis Potosí, rindió su informe con justificación, remitiendo copia certificada de las constancias del juicio ordinario civil número 36/2000.
SÉPTIMO.- Este Tribunal actuando en Pleno determina que los agravios formulados por ELIMINADO  por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO  son infundados. 


A fin de corroborar tal aserto y para mejor comprensión del asunto, conviene relatar algunos antecedentes del juicio del que deriva el presente medio de impugnación, según se advierten de las constancias que integran el presente toca:

a).- Mediante auto de fecha 12 doce de julio del año 2017 dos mil diecisiete y a petición de la parte actora, el Juez de los autos, ordenó requerir personalmente a la parte demandada por el pago inmediato de la cantidad de  ELIMINADO o bien, por el señalamiento de bienes de su propiedad suficientes a garantizar dicha cantidad, trabándose embargo sobre los bienes que al efecto señale dicho demandado; apercibido que de no realizar el pago de tal cantidad, o bien, de no señalar bienes suficientes para garantizarla, el derecho a señalar bienes pasaría a la parte actora, trabándose embargo sobre los que designara, mismos que debían depositarse de acuerdo a la ley, si fuere el caso. (f. 13 y 14).
b) Ante lo cual, por diligencia llevada a cabo por el Diligenciario Judicial adscrito al Juzgado de origen, y en cumplimiento a lo ordenado en el aludido auto, se requirió a la parte demandada, por conducto de su representante legal,  por el pago de la cantidad de  ELIMINADO  o bien, por el señalamiento de bienes de su propiedad suficientes a garantizar dicha cantidad, manifestando el representante legal de la parte demandada, que no se encontraba facultado para realizar el pago de la cantidad reclamada, ni aún para señalar bienes propiedad del Ayuntamiento, amén de que en cuanto al adeudo, ya se estaban realizando pagos mensuales por la cantidad de ELIMINADO depositados a la cuenta del señor ELIMINADO  por lo que, al otorgarse el uso de la voz al ELIMINADO  en su carácter de mandatario judicial de la parte actora, manifestó que dada la negativa de la demandada a pagar la cantidad requerida e incluso a garantizarla, señaló los bienes descritos en la diligencia de referencia; bienes que el Actuario Judicial trabó y declaró por bien y formalmente embargados, bajo la propia responsabilidad de la parte actora únicamente en cuanto bastaran para garantizar el pago de la cantidad líquida. (f. 24 y 25).
c).- El 09 nueve de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, el ELIMINADO  en su carácter de Síndico del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí, promovió ante el Juez Familiar del Tercer Distrito Judicial, Incidente de Revisión de Actos del Ejecutor, respecto al requerimiento de pago que se le realizó, en fecha 04 cuatro del mismo mes y año, diligencia en la cual, los Mandatarios judiciales de la parte actora, señalaron bienes inmuebles propiedad del citado municipio, solicitando se revisara dichos actos y revocara el acta en la cual trabó y declaró bien y formalmente embargados los bienes que quedaron descritos en la misma, ya que los mismos resultaban ser inalienables e imprescriptibles, por mandamiento expreso de la Ley. (f. de la 29 a la 51).
d).- Por interlocutoria emitida el 20 veinte de enero del año 2020 dos mil veinte, el Juez determinó que resultaba fundado y, por ende, procedente el Incidente de Revisión  de Actos del Ejecutor, promovido por la parte demandada; resolución que constituye el acto impugnado en el recurso de queja que nos ocupa. (fojas 832 a la 840).
e) El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, mediante auto emitido el 05 cinco de marzo del año 2020 dos mil veinte, resolvió no admitir a trámite el recurso de queja promovido por el quejoso de referencia, desechándose de plano, por notoriamente improcedente.

f) Contra la determinación emitida por este Pleno, el citado recurrente promovió juicio de garantías, del cual correspondió su conocimiento al Juzgado Primero de Distrito en el Estado, quien ordenó a este Cuerpo Colegiado, dejara sin efecto el auto emitido el 05 cinco de marzo del año 2020 dos mil veinte, y en su lugar, emitiera otro en el que, de no existir diversa causa que diera lugar a desechar el referido medio de impugnación, lo admitiera, y en su oportunidad, resolviera con plenitud de jurisdicción lo que correspondiera conforme a derecho.

g).- Por auto de fecha 15 quince de abril del año que transcurre, y en cumplimiento a lo ordenado por la Autoridad Federal, se tuvo al recurrente  ELIMINADO  por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO por interponiendo en tiempo el recurso de queja que hizo valer, admitiéndose a trámite el mismo.
Ahora bien, cabe destacar que, como se advierte de la reseña de los antecedentes del asunto que nos ocupa, el ahora quejoso ELIMINADO  por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO  interpuso recurso de queja en contra de la interlocutoria dictada el 20 veinte de enero del año 2020 dos mil veinte, el Juez determinó que resultaba procedente el Incidente de Revisión de Actos del Ejecutor, promovido por la parte demandada.

Determinación a la que arriba el Juzgador de origen, por considerar en esencia que, de conformidad con lo establecido por el artículo 273 de la Ley Adjetiva Civil del Estado, resultaba ilegal el embargo trabado en los inmuebles descritos en el acta de fecha 04 cuatro de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, propiedad del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí, de los cuales, algunos de ellos, eran destinados al uso público y que en uno se encontraba instalada la Cruz Roja Mexicana de aquella Ciudad y la Planta Tratadora de Aguas residuales, mismos que eran en consecuencia, inalienables, imprescriptibles e inembargables, tal y como lo establece el artículo 10 de la Ley de Bienes del Estado y Municipio de San Luis Potosí, y por tanto, eran nulos de pleno derecho, los actos por los que se constituyeran e inscribieran gravámenes sobre bienes del dominio público, con excepción del inmueble identificado con la letra “B”, en el acta de emplazamiento, mismo que ya no era propiedad del ayuntamiento, pero que sin embargo, era de pleno conocimiento que dicho predio a la fecha se encontraba destinado al parque denominado Azhares de esa Ciudad, el cual era de uso común para los pobladores; en tal virtud, resolvió el Juzgador, que resultaba procedente el incidente planteado por el actor incidentista, y por tanto, declaró nula el acta de embargo de fecha 4 cuatro de octubre del 2017 dos mil diecisiete, subsistiendo únicamente lo relativo al señalamiento de la cuenta descrita en el acta de embargo, en virtud de que había sido materia de la Litis y no fue controvertida por la parte actora incidentista.
Contra las anteriores consideraciones, estima la parte recurrente, que:

1.- Que resulta incorrecta y, por tanto, ilegal la condena de costas que se le realizó, habida cuenta que, quien hizo la traba del embargo de los inmuebles, fue el Actuario adscrito al Juzgado de origen, en ejecución de la orden dada por el Juez el 12 de julio de 2017, por consiguiente, aún cuando los actores, en su calidad de ejecutantes, señalaran para embargo dichos inmuebles, la traba sobre los mismos fue hecha por el Actuario, siendo el único responsable del embargo, ya que el mismo queda constituido precisamente a partir de que el ejecutor lo traba, siendo indebido que si tal embargo no se ajustó a la ley en los términos expresados por el Juez en la interlocutoria recurrida, se les condene a los recurrentes, al pago de costas por una actuación que no realizaron. 
2.- Que el juez no motivó su decisión, ya que la sola invocación del artículo 135, fracción I, del Código de la materia, no era suficiente para colmar la exigencia Constitucional de fundar y motivar cualquier acto de autoridad, ya que si bien la porción de dicho precepto previene que la condenación en costas será hecha contra el litigante que no obtuviere resolución favorable ya en lo principal, ya en los incidentes que surgieren, estima, que no debe perderse de vista que las costas constituyen la obligación que resulta a cargo de una parte litigante de indemnizar a la otra de las que sean originadas por las diligencias que promueva sin justa causa o de forma indebida, lo cual no ocurre en la especie, ya que la diligencia del 4 de octubre del 2017 fue ordenada por el Juez por auto de 12 de julio del citado año, tuvo como causa generadora que el Ayuntamiento del municipio de Rioverde no hizo el pago voluntario de la condena que se le realizó.
Como ya se especificó, son infundados los agravios esgrimidos por el quejoso.
En principio, cabe destacar que la diligencia de embargo, celebrada el día 04 cuatro de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, fue llevada a cabo por el Actuario adscrito al Juzgado de origen, cumpliendo estrictamente con las formalidades previstas por los artículos 1022 y 1023 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, que por su orden, establecen:
“ARTÍCULO 1022.- Una vez decretada la ejecución y practicado el requerimiento con las formalidades que este Código establece, si el deudor no hace el pago, el ejecutor procederá al secuestro de bienes suficientes para cubrir el importe de las prestaciones reclamadas y sus consecuencias legales.”
“ARTICULO 1023.- El derecho de designar los bienes que han de embargarse corresponde al deudor; y solo que éste se rehúse a hacerlo o que esté ausente, podrá ejercerlo el actor o su representante, pero siempre sujetándose al siguiente orden: I.- Los bienes consignados como garantía de la obligación que se reclama; II.- Dinero; III.- Créditos realizables en el acto; IV.- Alhajas; V.- Frutos y rentas de toda especie; VI.- Bienes muebles no comprendidos en las fracciones anteriores; VII.- Bienes raíces; VIII.- Sueldos y comisiones, y IX.- Créditos no realizables en el acto.” 
De los citados preceptos legales, se advierten los requisitos de la diligencia de embargo, que consisten en: 
a) Iniciarla con un requerimiento de pago; 
b) Ese requerimiento debe hacerse por el actuario al deudor, su representante o la persona con la que se entienda la diligencia; 
c) De no hacerse el pago, se requerirá al demandado su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, que señale bienes suficientes para garantizar el adeudo; y 
d) El derecho de designar los bienes que han de embargarse corresponde al deudor; y sólo que éste se rehúse a hacerlo o que esté ausente, deberá ejercerlo el actor o su representante.
Requisitos de los que dio cabal cumplimiento el Actuario adscrito al Juzgado de origen, tal como se advierte de la diligencia celebrada el 04 cuatro de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, que obra agregada al presente toca, a fojas 24 y 25, pues al efecto:
a) Se requirió a la parte demandada, por conducto de su representante legal, por el pago de la cantidad de  ELIMINADO.

b) Se le dio oportunidad a dicha demandada a que señalara bienes de su propiedad suficientes a garantizar dicha cantidad.

c) Al no realizar el pago de la cantidad reclamada, ni señalar bienes propiedad del Ayuntamiento, se le dio el uso de la voz a la parte actora de señalar bienes para garantizar el adeudo.
Sin que obste lo señalado por el quejoso en el sentido de que tal diligencia de embargo, no se haya ajustado a la ley, en los términos expresados por el Juez en la interlocutoria recurrida y que el responsable del embargo, sea el Actuario adscrito al Juzgado de origen, por haber sido él quien hizo la traba de los inmuebles embargados, aún cuando los actores, en su calidad de ejecutantes, señalaran para embargo dichos inmuebles.

No obstante, este Tribunal disiente con lo expuesto por el recurrente, en tanto que, de la revisión de la citada acta de embargo emitida el 04 cuatro de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, se advierte con meridiana claridad, que fue el propio mandatario judicial de la parte actora, quien, al otorgársele el uso de la voz por parte del Diligenciario, dada la negativa de la demandada a pagar la cantidad requerida o garantizarla, señaló los bienes propiedad del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí, de los cuales se llevó el embargo, que de acuerdo con la resolución que resolvió el Incidente que nos ocupa, resultó ilegal de conformidad con lo establecido por el artículo 273 de la Ley Adjetiva Civil del Estado, ya que algunos de dichos bienes, eran destinados al uso público, y por tanto, eran inalienables, imprescriptibles e inembargables, y el inmueble identificado con la letra “B”, en el acta de emplazamiento, era de uso común para los pobladores. 
Lo anterior, no obstante que, como lo señala el quejoso, la traba del embargo, así como el secuestro de los bienes inmuebles, fuera hecha por el Actuario adscrito al Juzgado, sin embargo, también se advierte lo asentado por el Funcionario de referencia en dicha acta, en el sentido de que trabó y declaró por bien y formalmente embargados los inmuebles señalados por el mandatario judicial de la parte actora, bajo su propia responsabilidad, únicamente en cuanto bastaran para garantizar el pago de la cantidad líquida; luego entonces, la traba del embargo de los bienes, que fue declarado ilegal en la interlocutoria recurrida, fue hecha por el Actuario Judicial adscrito al Juzgado de origen, pero bajo la responsabilidad de la parte actora y no del citado Funcionario, como consta en el acta de embargo respectiva; de ahí que, resulte infundado el agravio esgrimido por el quejoso, marcado con el número 1.
Ahora bien, no pasa inadvertido lo señalado por el quejoso, cuando el funcionario judicial actúa en contravención a las disposiciones legales que rigen su actuación, es merecedor de una sanción económica e incluso administrativa, como por ejemplo, cuando una notificación o actuación es declarada nula, y en este supuesto, el funcionario judicial infractor se hace merecedor al pago de una multa e incluso de los gastos y costas, como lo previene el artículo 75, párrafo último, del citado Código; empero, se insiste, resulta inexacto que recaiga responsabilidad alguna al Actuario Judicial adscrito al Juzgado de origen, respecto a la nulidad del embargo trabado, declarada por el Juez en el fallo recurrido a través del presente recurso de queja, para que proceda la multa y condena a que se refiere el citado numeral 75 del Código Procesal de la materia, pues como ya se especificó, fue el propio actor, quien bajo su responsabilidad, señaló los bienes que fueron trabados y embargados por el citado Funcionario Judicial, y que fueron declarados ilegales en la resolución que ahora se combate.
En cuanto al agravio del recurrente marcado con el número 2, de igual forma, el mismo resulta infundado, que el incidente recurrido, adolezca de una debida fundamentación y motivación, respecto de la condena de costas a la parte actora, ya que si bien como lo aduce el quejoso, el Juez no expresó las razones de su determinación, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 135, fracción I, del Código Procesal de la materia, sin que resultara menester que expusiera más razonamiento al respecto, pues bastaba con que alguna de las partes litigantes, no obtuviera resolución favorable, para que le resultara la condena de costas, siendo que en la especie, resultó procedente el Incidente de Revisión de Actos del Ejecutor, hecho valer por la parte demandada, a través del  ELIMINADO  en su carácter de Síndico Municipal del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí; de tal suerte que, al condenar al pago de costas a quien resultó vencido, no trasgrede la garantía de fundamentación y motivación establecida en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada XXI.1o.22 C, con número de registro digital 202425, emitida por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, visible en la página 635, Tomo III, Mayo de 1996, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que indica:
“GASTOS Y COSTAS, MOTIVACION Y FUNDAMENTACION EN LA CONDENA DE, LO CONSTITUYE EL HECHO DE QUE SE DICTE DENTRO DEL JUICIO EJECUTIVO, SENTENCIA CONDENATORIA EN LO PRINCIPAL, EN CONTRA DEL DEMANDADO.

Deben declararse infundados los conceptos de violación que vierte el quejoso, demandado en el juicio ejecutivo del cual proviene el acto, en el sentido de que, la sentencia reclamada adolece de fundamentación y motivación, respecto de la condena a gastos y costas del juicio en primera instancia; habida cuenta que si bien, el Juez del conocimiento, no expresó las razones de su determinación; de acuerdo a la fracción III, del artículo 1084, del Código de Comercio, basta para fundar la condena de que se trata, el hecho de que se dicte sentencia condenatoria en contra del demandado, en lo principal, independientemente de que su conducta haya sido de buena o mala fe, al surtirse la hipótesis del citado numeral.”
A mayor abundamiento, debe precisarse que en lo en lo atinente a las costas, éstas se han definido como los gastos y erogaciones que las partes deben efectuar con motivo de la sustanciación del proceso y se clasifican en costas judiciales y costas procesales.

Las costas judiciales están prohibidas en nuestro sistema jurídico por el artículo 17 constitucional, porque el servicio de administración de justicia por parte del Estado es gratuito, por lo que no puede imponerse al gobernado la obligación de pagar una cantidad de dinero a quienes se encargan de dicho servicio.

En cambio, las costas procesales sí están permitidas. No puede perderse de vista que en todo proceso judicial se generan una serie de gastos por su tramitación, tales como las copias, la preparación y desahogo de las pruebas, la contratación de peritos, los honorarios de los abogados, entre otros, por lo que las costas procesales encuentran justificación en el hecho de que el vencedor debe ser reintegrado a plenitud en el goce de su derecho y resarcido del daño sufrido en su patrimonio a causa de un juicio que se vio forzado a seguir, ya sea porque no se satisficieron las pretensiones de su contraparte o porque se le demandó indebidamente.

En ese sentido, las costas procesales tienen como fin que el vencedor se vea resarcido de todos los gastos que tuvo que erogar para demostrar la prevalencia de un derecho que el condenado se negó a reconocer, lo cual, se sustenta en la doctrina del vencimiento, institución que se justifica en que la actuación de la ley no debe representar una disminución patrimonial para la parte en cuyo favor tiene lugar, pues es de interés del Estado que la utilización del proceso no se traduzca en un daño para quien demostró tener la razón en sus pretensiones.

Cabe precisar que, aunque no existe un precepto constitucional específico que autorice la condena en costas, ello no es necesario para estimar que tal figura resulta acorde con la Constitución, pues dicho ordenamiento se encuentra integrado por reglas y principios que deben ser desarrollados por la legislación secundaria. En ese sentido, la validez de la condena en costas radica en que persigue un fin constitucionalmente válido.

El artículo 17 constitucional establece el derecho de todo gobernado a que se le administre justicia y que los tribunales del Estado deben hacerlo de manera completa y en los términos que fijen las leyes. De dicha previsión se desprende la posibilidad de que el legislador ordinario establezca en la ley los casos y las condiciones en las que, para resolver de manera completa la cuestión planteada, sea procedente o no imponer condenas, en relación con las costas procesales en que hayan incurrido las partes con motivo de la tramitación del juicio.

Lo anterior se explica, porque aunque en una controversia las partes pudieran encontrar justicia completa mediante la obtención de una sentencia que dirima la controversia planteada porque cada parte asumió los gastos inherentes a su interés, también podría darse el caso en que una parte tiene que acudir a un juicio de manera injustificada o, incluso, innecesaria, supuesto en el cual, la justicia completa no podría quedar colmada con la sola obtención de una sentencia, por lo que en estos casos existe la posibilidad constitucional para que el legislador ordinario desarrolle criterios que tiendan a optimizar la directriz de que los tribunales administren una justicia completa.
Ahora bien, cabe destacar que nuestro Código Adjetivo Civil, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 133 y 135, prevé un criterio objetivo que constriñe al Juez a condenar en costas a la parte que se sitúe en alguna de las hipótesis previstas en la ley para la condena de costas; dicho criterio, se rige por dos sistemas: el sistema de compensación e indemnización y el sistema de vencimiento puro.

El sistema de compensación e indemnización tiene por objeto restituir a quien injustificadamente sea llevado a un tribunal, de los gastos necesarios que erogue a causa del procedimiento y puede tener lugar, incluso, cuando no ha habido un claro vencedor en el juicio. El sistema de vencimiento puro parte de que el que una de las partes venza en el juicio es causa suficiente para condenar al pago de costas a la contraparte, pues el simple vencimiento le da derecho al ganador de ser resarcido en su disminución patrimonial derivada de los gastos en que incurrió en el juicio.

En ese sentido, cabe destacar lo establecido por los artículos 133 y 135, fracción I, del Código Procesal de la materia, que por su orden, establecen:

“ARTÍCULO 133.- Cada parte será inmediatamente responsable de las costas que originen las diligencias que promueva; en caso de condenación en costas, la parte condenada indemnizará a la otra de todas las que hubiere anticipado. La condenación no comprenderá la remuneración del procurador, ni la del patrono, sino cuando fueren abogados recibidos. […]”
“ARTÍCULO 135.- Siempre se hará condenación en costas, pídanlo o no las partes:
I.-En contra del litigante que no obtuviere resolución favorable, ya en lo principal, ya en los incidentes que surgieren;
Preceptos legales de los cuales se desprende la facultad del Juez de condenar en costas a la parte que no obtuviere resolución favorable, ya en lo principal, ya en los incidentes que surgieren, debiendo la parte condenada indemnizar a quien venció en la controversia; esto es, de acuerdo con este criterio objetivo, deberá siempre decretarse condena al pago de las costas, a cargo del litigante que resulte vencido en la controversia, pues busca un fin constitucionalmente válido que consiste en asegurar que al vencedor le sean resarcidas las erogaciones causadas en un juicio o incidente.
Luego entonces, al haber resultado procedente el Incidente de Revisión de Actos del Ejecutor, promovido por la parte demandada, a través del Síndico Municipal del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí, y mediante la cual, declaró nula el acta de embargo de fecha 04 cuatro de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, el Juez de los autos, condenó al pago de costas a cargo de la parte actora, pues aún y cuando estima el citado quejoso, que la causa generadora de la diligencia del 4 de octubre del 2017 y que fue ordenada por el Juez por auto de 12 de julio del citado año, fue que el Ayuntamiento del municipio de Rioverde no hiciera el pago voluntario de la condena que se le realizó; sin embargo, se insiste, contrario a lo que estima el quejoso, el Juez lo condenó al pago de costas, por haber resultado vencido en dicho Incidente, que de acuerdo con la teoría del vencimiento puro, es causa suficiente para condenar al pago de costas a su contraparte, ya que, se insiste, el simple vencimiento le da derecho al ganador de ser resarcido en su disminución patrimonial derivada de los gastos en que incurrió en tal procedimiento.

Sirve de apoyo a lo anterior, por lo que hace al criterio objetivo, la parte conducente de la jurisprudencia 1a./J. 38/2017 (10a.), con número de registro digital 2014331, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 190 Libro 42, Mayo de 2017, Tomo I, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que indica:
“COSTAS. LA CONDENA EN TAL CONCEPTO QUE ESTABLECEN DIVERSAS LEGISLACIONES, SIN CONDICIONARLA A LA EXISTENCIA DE MALA FE O TEMERIDAD DEL LITIGANTE, NO LIMITA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.

El hecho de que una legislación no condicione la condena al pago de costas a la existencia de mala fe o temeridad por parte del litigante que se inconforma con una sentencia de primer grado, no limita la garantía de acceso a la justicia contenida en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no impide que los gobernados acudan a los tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan; además, la finalidad de este tipo de condena es asegurar a quien acudió a juicio a defender un derecho, respecto del cual su contraparte no logró demostrar todas sus pretensiones, ni aun apelando, que le fueran resarcidas las erogaciones causadas en un juicio que se vio forzado a seguir en dos instancias y no provocar la abstención de los posibles recurrentes que, teniendo a su alcance los medios de defensa legales, puedan impugnar una sentencia de primera instancia, pues el citado artículo 17 constitucional prevé que la administración e impartición de justicia debe darse en los plazos y términos que fijen las leyes, lo cual implica que éstos se fijen por el legislador ordinario en uso de su libertad de configuración, con tal de que lo establecido al respecto tenga un fin constitucionalmente válido. Así, el legislador, haciendo uso de esa libertad, ha establecido dos sistemas para la condena en costas, uno subjetivo, aplicable cuando a criterio del juzgador alguna de las partes se ha conducido con temeridad y mala fe y otro objetivo, que no deja a criterio del juzgador esa condena, sino que ésta resulta obligatoria cuando se actualiza alguna de las hipótesis previstas en la ley; es claro que si para la condena basta que el actor no obtenga sentencia favorable en alguna de las prestaciones reclamadas, excepto en costas, y que dicha determinación sea confirmada en alzada, es porque se basa en el sistema objetivo, lo cual no transgrede el citado derecho.”.
Así como, por lo que hace a la condena de costas conforme a la teoría del vencimiento puro, resulta aplicable la jurisprudencia 1a./J. 44/2019 (10a.), con número de Registro digital 2020955, emitida por la propia Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 241, Libro 72, Noviembre de 2019, Tomo I, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, con la siguiente voz y rubro: 

“COSTAS EN PRIMERA INSTANCIA EN EL JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO. SE ACTUALIZA SU CONDENA PARA CUALQUIERA DE LAS PARTES A QUIEN LA RESOLUCIÓN DESFAVOREZCA COMPLETAMENTE (LEGISLACIONES DE CHIAPAS Y DURANGO). 

Los artículos 140, fracción III, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Chiapas y 140, fracción III, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Durango, establecen la hipótesis para la condena en costas en juicios hipotecarios, las cuales tienen fundamento, por una parte, en la teoría del vencimiento puro y, por otra, en la de la compensación o indemnización, a partir de las cuales las legislaturas locales establecieron dos elementos objetivos para la procedencia de la condenación en costas en primera instancia: a) que el actor demuestre su pretensión y, por ende, se condene al demandado, y; b) que el actor intente el juicio y no obtenga sentencia favorable, habiendo obligado al demandado a someterse a un proceso de manera injustificada. En ambos casos, procede el pago de costas en la primera instancia a cargo de a quien desfavorece totalmente la resolución dictada en este tipo de juicios. Esto es, el demandado condenado o el actor que intentó el juicio y no probó plenamente su acción, incluso cuando dicho perjuicio hubiere derivado de la revocación ordenada en el recurso de apelación por el tribunal de alzada, en cuyo caso no se actualiza el supuesto de "dos sentencias conformes de toda conformidad".

En las relatadas condiciones, al haber resultado infundados, los motivos de disenso hechos valer por  ELIMINADO  por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO  lo procedente en el caso es desechar el presente recurso de queja por no estar fundado en derecho.

OCTAVO.- No obstante que en el caso se actualiza la segunda hipótesis prevista en el artículo 975 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, no es de imponerse multa alguna a la parte quejosa, toda vez que no quedó acreditado que haya procedido con temeridad o mala fe al interponer el presente recurso, ni que haya tenido la dolosa intención de obstaculizar la substanciación del procedimiento para evitar la expedita administración de la justicia.
NOVENO.- En virtud de que ninguna de las partes litigantes manifestó su inconformidad respecto a que sus datos personales señalados en el artículo 3°, fracción XI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se incluyan en la publicación que se haga del presente fallo, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 30, 62, 82 fracción VI, 87 fracción III y relativos de la Ley en cita, así como 13 fracción XIII, 14, 15 fracción I, 21 y 22 del Reglamento del Poder Judicial del Estado para la aplicación de la mencionada ley, hágase del conocimiento de las mismas que la sentencia pronunciada en el presente asunto estará a disposición del público para su consulta, cuando así se solicite, incluidos los mencionados datos, sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional deba hacerse de oficio en relación a los mismos.



Por lo expuesto y fundado es de resolverse y se resuelve:

PRIMERO.- Este Tribunal en Pleno resultó competente para conocer del presente asunto y el trámite seguido se encuentra ajustado a derecho.

SEGUNDO.- Los agravios esgrimidos por  ELIMINADO  por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO  resultaron INFUNDADOS.
TERCERO.- En consecuencia, se desecha, por no estar fundado en derecho, el recurso de queja interpuesto por  ELIMINADO por su propio derecho y como administrador único de  ELIMINADO  en contra de la interlocutoria pronunciada el 20 veinte de enero del año 2020 dos mil veinte, por el Juez Familiar del Tercer Distrito Judicial con residencia en Rioverde, San Luis Potosí, que resolvió el Incidente de Revisión de Actos del Ejecutor, en los autos del expediente 36/2000, relativo al Juicio Ordinario Civil, promovido por el citado quejoso en contra del Ayuntamiento Municipal de Rioverde, San Luis Potosí.



CUARTO.- No ha lugar a imponer a la parte quejosa la multa prevista en el artículo 975 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, por las razones asentadas en el considerando octavo de la presente resolución. 
QUINTO.- Envíese copia certificada de esta resolución al Juez Familiar del Tercer Distrito Judicial con residencia en Rioverde, San Luis Potosí, para su conocimiento y efectos legales consiguientes; y, en su oportunidad, archívese el Toca donde corresponda como asunto concluido.
SEXTO.-  Al no existir inconformidad de las partes litigantes, la presente sentencia está a disposición del público para su consulta, cuando así se solicite, incluidos los datos personales de las mismas, conforme al procedimiento de acceso a la información, sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional deba hacerse de oficio en relación a los mismos. 

SÉPTIMO.- Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase. 

A S I, por unanimidad de votos, de los Magistrados Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez, Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan  Paulo  Almazán  Cue,  María Manuela  García Cazares, María Elena Palomino Reyna, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Alejandro Hernández Castillo, José Luis Ortiz Bravo, Aracely Amparán Madrigal, con excusa de la Magistrada Graciela Treviño Rodríguez, siendo ponente el Magistrado  José  Luis  Ortiz  Bravo,  quienes actúan con Secretaria General 
de Acuerdos, Licenciada Ma. del Rosario Torres Mancilla, que autoriza y da fe.-
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